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Resum¿¡: Se inicia con la prcsentación de cifras y criteriosgcncrales que ayudan a comprcnder

la siru¡ción actual del indio cn México, haciendo una breve explicacióo de los daecho¡ i¡'
dlgcn4s como DD derecho colcctivo adjud ic able s6lo a los pueb los y nacioncs par a tontin'uer con

el dctecho indígeaa como sistema no¡m¿tivo, contextualizando ambos cn su ¡elació¡ con el

Estado nacional. Una vez dcñnidos, se centnráen eldctccio indlgcz¿ comúnmcnte conocido

como costumbrc jurldica o ¡hrccho contu¿tutl;¡tario e*poniendo, Ámo parte de los rcsuhados

de una investigación, los clcmentm que const¡tuyen estc derecho ¡notándose algunos eiemPlos

a nivcl nacional. Finalmcnte, se dan algunes rcco¡¡cndacioncs Para comprender meiol cste

problema,

Polobrcsclove: de¡echo, derechos indígenos, derecho indígeno, coslombre iurid¡co, sislemo

iurídico, notmos, procedim¡eñlos, outoridodes, poder'

El debate reciente cn torno a los derechos de los pueblos indígenas se ha fun-
damentado en un gran número de argumentos idcológicos Provenientes de

las diversas llncas políticas, tanto partidarias como de organizaciones inde-
pendientes, ya qu€ el reconocimiento dc tales derechos cuestiona la añeia

relación hegemónicadel Estado con este sector de la población, gencrando re-

celo entrc los grupos sociales y pollticos que temcn al cambio'
Pero, ¿en qué se fundamcntan las poblaciones indias para fustificar sus re-

clamosl, ¿el reconocimiento al dcrecho de cicrcer su propio desarrollo implica

su separación político-administ¡ativa dcl Estado nacional?, ¿acaso demandan

la sustitución del principio de igualdad lurídica por un derecho difercnciadol
Los temores obligan a plantear cstas Prcguntas' Y los mismos llcvan a rcs-

puestas ideológicas sobre cl problema'
Iniciaré con la prescntación de cifras y criterios generales quc ayuden a

comprender la situación actual del indio en México' Lucgo, haré una breve
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expli€ación delos derechos indíge7r¿r como un derecho colectivo adjudicable
s6lo a los pueblos y nacioncs para continuar con el derecho indígena como sis-

tema normativo, contextualizando ambos en su relación con el Estado nacional.
Una vez definidos, me centraré en el derccho indígena comúnmente conocido
como costumbrc jurídica o dcrecho cotsuetudinario exponiendo, como parte de

los resultados de una investigación,rlos elementos que constituyen est€ dere-
cho y anotaré algunos eiemplos a nivel nacional. Finalmente, haré algunas
recomendaciones para comprender mejor este problema, pero en ninguno de

los casos se trata de sugerencias políticas.

Los INDIoS EN clFRAs

Según Arnulfo Emb¡iz (1996), basado en el censo nacional de 1990, los indios
conforman poco más del l0% de la población nacional; habitan en la quin-
ta parte de la superficie del te¡ritorio nacional y, del total de los municipios
del país, la tercera parte son indígenas; su mano de obra aporta eI75% dela
nacional que se dedica a actividades agrícolas; en la producción del café, las

dos terceras partes de productores son indígenas, y constituyen una impor-
tante participación en la producción de cacao, vainilla, amaranto, nopal, ma-
guey, micl, caña de azúcar, tabaco, hortalizas y artesanfas; nada más el70Vo

áe petróleo crudo extraído en 1994 fue sacado de municipios indlgenás de los

estados de Campe che, Tabasco y Chiapas; dos municipios indios del estado de

Chihuahua aportar. l|Vo de la explotación estatal de oro; un municipio in-
dígena en el estado de Nayarít,98Vo de la producción estatal de plomo,97Vo
de cobre y 68Vo de oro; las presas hidroeléctricas Malpaso, Chicoasén, La An-
gostura,Infiernillo y Presidente Alemán se ubican cn territorios indios;de las

especies animales registradas para su protección a niv el nacional,6T Vo seloca-
liza en regiones indígenas; sus comunidades tienen el 607o de la vegetación ar-
bolada del país (bosques tcmplados y selvas húmedas y subhúme das); y,l2Vo
de las áreas naturales, protegidas se encuentran en municipios indios.

I Dcl proyecto ioordinado por Teresa Valdivia, inritulado "lnvestigación bibliográñca
sobre costumbre jurldicr en México", auspiciado por la Dirección de Procuración dc Justicia
del l¡stituro Nacional Indigcnista, dc 1990 a 199{, En este proyecto participrron como
invcstigadorcs: P¡blo Yancs Rizo, Tania Pale¡cia Prado, Gustavo Porras Casteión, Yuri
Escalantc Beta¡court, Ramón Martfncz Coria, Mario Vázquez Olivera, Sandra Gutiérrez,
()livia Norm¿n Mora y Héctor Ortiz Elizoodo.
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Sin embargo, esta aportación indígena a la nación no se ha visto reflejada

en un bienestar para sus familias. El mismo autor (Embriz' 1993) señala que

cuentan con pésimos servicios públicos básicos, ya gte5l'6Vo no tienen elec-

tricidad;68.iVo no tiene agua entubada;90.4Vo no cuenta cor. drenaie;76'4Vó

tiene casa con piso de tier r a; 46Va es analfabeta; y, 7 6Vo no tiene Ia educación

primaria completa.
Y qué dec-ir del maltrato por discriminación social, económica, cultural,

de género y hasta racial' Al respecto, por desgracia, no contamos con datos

que-ro, pu.d"r, indica¡ la magnitud del problema, pues hasta hoy no se ha

realizado un estudio sobre la discriminación al indígena a nivel nacional (pese

a que he insistido en ello durante algunos años con varias instituciones, sin

.n.onar", el apoyo para realizarlo). Todo lo que tenemos son ejemplos de

casos como éste que han sido registrados por abogados y antroPólogos:

[...] un indlgena totonaco monolingüe, en la prisión de Tctela de Ocampo, Puebla, quc

iu. d.t..t"d1po.lot 
"bogados 

del Programa de Defensoría del Instituto Nacional Indi-

genista (INt): al momento en que los abogados le inquirieron por su situeción Pena¡' como

únicf,respuesta, ya que no comprendla las preguotas que le haclan, sacó de su holsillo la úl-

ti-" .opi" d. uo 
".u.rdo 

borroso, hccho doblcces. Se trataba de su boleta de liberted que

habla obtenido hacla seis meses, ignorando su contenido' Aunque cn el iuzgado aparecía

como firma dc rccepción su huella digital, no se hab{a garantizado su puesta en libertad

(Sierra, 1988:47).

Los indígenas son discriminados como totalidad (Valdivia, 1988), como

pucblos. En cuanto a vivienda, porque sus casas de Paia, adobe o- carrizo son

considcradas signo de at¡aso en una escala de evolución unilineal' En cuanto

a salud, porque su sistema terapéutico no cumPle los cánones de la ciencia ni

cura enf;rm;dades que los indios no conocen. En cuanto a normas y leyes son

catalogados como salvaies porque, salvo contadas excepciones' no usan las cárce-

les coÁo castigo ni tienen un código legal escrito en donde se prevengan los

castigos que d;ben aplicarse segrln los delitos (los indígenas no aplican el cas-

tigo seg'1n el delito iino segrln el delito y el delincuente)' En su tecnología,

oárquJno meten tractores en la selva, ni siembran cultivos comerciales en las

montañas, ni esta6ulan ganado, ni industrializan las artesanías' Se les llama pa-

ganos porque no profesan la religión católica o protestante' Se le-s llama exó-

iico, o superrticiosos porque no entendemos qué hac€ un indio bailando

alrededo¡ ie una fogata nocturna. Porque no tienen iglesias' Porque cuando las

tienen las usan de mercado llenando todo el piso con velas encendidas y se
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sientan, alrededor de ellas, a tomar un trago. Porque visten a los santos ca-
tólicos con ropaje indio. Por ignorancia se les ha llamado a sus idiomas dia-
lectos, pero también por discriminación, porque cuando se les define así, lo
que en realidad se quiere decir es que tienen un lenguaie tan inferior que no
llega a ser idioma.

Bajo esta perspectiva, se puede suponer la gran afectación y la predecible
tendencia que los programas de desarrollo -del tipo que el Estado ha aplicado
hasta hoy-,z así como la ignorancia de la población nacional respecto de la
riqueza cultural mexicana y la falta de voluntad política gubernamental han
producido en comunidades indígenas. De ahí que los indios actuales reclamen:
no más paternalismo, ni integracionismo; urge el ejercicio de justicia social
bajo un esquema democrático; ya no es suficiente continuar con la aplicación
de medidas aisladas (sobre salud, educación, agricultura, etcétera),'ahora se de-
be entregar a las etnias la libertad de decidi¡ en sus te¡ritorios su desarrollo
e conómico, cultural, educativo,

En pocas palabras, esta controversia se plantea como una disyuntiva: obli-
gar a las etnias a ajustarse al modelo tradicional de desarrollo (homogéneo, ar-
bitrario, autoritario, unilateral) con algunos pequeños cambios, o reconocer
que este sector de la población, culturalme nte diferenciado, merece el derecho
a decidir su propio destino.

Dcrechos indígenas

En trabajos anteriores he insistido en establecer la importante diferencia que
hay entr c los derec hos indígenas y el derecho irdígena (Y aldivia, 1992a y 1994d) ,
puesto que de la fo¡ma en que scan definidos cada uno de ellos dependerá
también el desa¡rollo dc los trabajos de investigación, asesoría y litigio, asl

2 Es importante aclarar que la deñcieocia no está cn la eiecución en sl de un programa
de desarrollo, sino cn el modclo que se impulsa. Estos programas han tcnido invariablemente
las siguientes caracte¡ísticasi l)técnicamente universales (lo cualsignifica quc nose diseñan
según el caso especffico; se eplican cn todos casos, y aun cuando los beneficiarios no los
necesiten o no los quieran);2) ticnen como objetivo gcneral bcneñciar la política del Estado
y no el dcsarrollo de l¡s comunidadcs indias (el Estado decide lo que es prioritario para los

indios; aplica inversiones desmedid¿s e injustificadas quc presenta como prucbas dc su

atención a los "marginados"; y, presiona a los bencficiarios, a través de la promcsa dc sus

inversioncs,paraobtencrvotoselectorales);y,3)encadaprogramadedesarrollo,lainversión
estatal es de 90% para grstos de opereción y salarios y l0% dc i¡vcrsión en sí (vÉas€: Javic¡
Esparza y Teresa Valdivia, 1984).
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cor¡to de las medidas políticas que los casos requieran y hasta de las accrones

encaminadas a ieformar leyes,

Entonces, debe comprenderse que cuando hablamos de derechos indíge-

nas nos refe¡imos a los derechos colectivos precisados como tales en la segun-

da generación de los Derechos Humanos.3 Estos son atribuibles exclusivamente

alospueblos y naciones delmundo,y se establecen como el derecho al trabaio,

la educación, la salud, el patrimonio, la soberanía, en fin, al desarrollo libre

y digno de sus colectividades. Son, al mismo tiempo, derechos históricos pues

se fundamentan en la existencia de una colectividad (pueblo o nación)

históricamente determinada.
La definición anterior puede ser clara pero muy.general, puesto que la

"colectividad histó¡icamente determinada" así, sin más, puede nombrar tanto al

pueblo iudío mundial como a un Paironazgo, una secla. un Partido político,

al comité de mujeres de la vela perpetua, al kukuxklán, a las guardias blancas

del Estado de México, a cualquier clase de congregación que se haya mantenido

por algún tiempo. De ahí que sea imperioso profundizar sobre 1a definición

general buscando aquellos aspectos que permiten separa¡ las nociones sob¡e

pueblo y nación, de otras que se refieran a cualquier tipo de colectividad.

La referencia obligada para iniciar la explicación de estos concePtos es el

famoso debate de la Internacional Socialista que tuvo lugar en los años 1893,

1896 y 1905, donde participaron Ber Borojov (1979), Rosa Luxcmburgo (1979),

Vladimir Lenin (s/f)y, posteriormente, foséstalin ( 1977). Del evento decimo-

nónico aún permanecen vigentes dos aspectos polémicos: l) el problema de las

hegemonías nacionales, nacido con el surgimiento de los Estados-nación; y,

2) la dcfinición de Stalin con respecto al concepto de nación, gue dice:

Nación es un¡ comu¡idad estable, históricamente formada, de idioma, de tcrritorio,
de vida económica, y de psicología, manifestada ésta en la comunidad de cultura (o¿'

cit.,p.40l.

Stalin agrega que ninguno de los elementos señalados debe faltar para

que pueda reconoceÍse a una nación. Este es en ve¡dad uno de los primeros

problemas que presenta la definición: piénsese tan sólo en la categoría "na-

ción mexicana"... ¿Es una comunidad de idiomal, ¿de psicologíal, ¿de cul-
tural Tal vez sólo se cumple a cabalidad cl ser una comunidad de territorio,

3 Ampliamente cxplicado por el doctor Rodolfo Stavcnhagen en varios rrabalos (Sta-

venh¡gen, 1988, 1992; Iturralde y Stavenhagen, 1990).
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históricamente formada y, quizá, de economía -según se conciba la cuestión
económica.

Pero antes que el debate del siglo XIx tuviera lugar no se cuestionaba el
uso de los términos preblo y naci6n; a veces, incluso, se utilizaban como sinó-
nimos. La preocupación por redefinirlos tuvo como fuente el poder y la polí-
tica envueltos en un gran cambio social; caen los imperios y sobre ellos se erigen
los Estados. Este evento creó la necesidad de construir una nueva idcología
que justificara la imagen del Estado y sustituyera, o reformulara, los valores
imperiales. ¿Sobre qué bases podía sustentarse dicha ideologíal Fundamen-
talmente, sobre las ideas de Stalin; hacer cre€r que se e suna comanidad establc

qt4e compartc olgo y a partir de ello promouer la nueue unid.ad nacional; aun-
que no fuera totalmente cierta, aunque hubiera gue imponer esa creencia para

conve¡tirla en realidad social, aunque hubiese que nega¡ la e¡istencia de los con-
flictos que mantienen en constante desequilibrio a la sociedad.{

Se dispuso así la separación conceptual entre pueblo, entendido como
sinónimo de población, de habitantes de un lugar, o como el conjunto de

personas que están unidas por cualquier vínculo; y zacrda, comprendida ésta

como la sociedad de hombres a los que la unidad de te¡ritorio, de origen, de

historia, de lengua y de cultura los haccn una comunidad dc vida y crean la
conciencia de un destino com(rn;estableciendo con ello quelanaciót es,enese
sentido, una entidad jurfdica formada por el coniunto de habitantes de un
país que se rige por un gobierno de Estado.

Si se comparan los contenidos de ambas definiciones encontramos que

tanto pucblo como naci6¡ pueden ser consideradas comunidades unidas por
vínculos de costumbres y cultura, pero solamente Ia nacidn hace especial re-
ferencia al tipo de gobierno que le rige: cl Esrado. Se plantea, además, una

correspondencia u ¡lvoca enrre ¿ación y gobierno de Estado, dejando abierta
la posibilidad de gue un pueblo tenga cualquier tipo de gobierno, o no lo
tenga. Y se hace especial hincapié en que el carácter d e unidad dela naciítt se

basa en un origen, historia, idioma y cultura comunes, mientras que el del
pueblo está dado por cualquier clase de vfnculo.

Finalmente , es saludable mencionar que el territorio, valorado como uno
de los elementos d e :unid,ad, depueblos y naciones,es motivo de gran controversia
ya que tanto éstos como los Estados se constituyen sob¡e un espacio territorial

I Por ejcmplo, en los paíscs de tradición impe rial sc retomó la imagen dc los reycs como

slmbolo de nacionrlismo; en Mérico, en cambio, a falta de éstos, fue la imagen del indio
"imperial" -el azteca, el maya- pero cl indio mucrto.
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considerado "propio". Aun aquellos pueblos y naciones que no cuentan con

la apropiación física de su territorio la conservan, al menos, como parte de su

origen e historia común en su mundo mítico.t
Ahora bien, de acuerdo con lo anterior, las comunidades indias podrían

ser consideradas taciones ya que en ellas está presente la unidad de origen,
historia, lengua y cultura. Pero no lo son porque carecen de un gobierno de

Estado propio. A su vez, los Estados que gobiernan sobre un mosaico de co-

lectividades diferenciadas por su origen, historia, lengua y cultura, no pueden

ser considerados Estados-nación sino Estados multinacionales con gobierno
hegemónico.

En otras palabras, hoy en día se entiende por nación aquella que tiene un
gobierno de Estado propio o hegemónico, y a las xaciones stn Estado se les

nombra pucblos y/o etnias. Esto también significa que lospueblos y aunlas et'
nias pueden convertírse ennacioncs si cuentan, en principio, con un proyecto

político que exprese tal aspiración y el poder necesario para lograrlo.u
Pero tratándose del problema que nos ocupa podemos concluir, en primer

lugar, que las poblaciones indígenas deben scr conside radas como etnias, puc'
blos y/o nacioncs, segrln se presente cada caso. Segundo, que la categoría con

la cual sean definidas o autodefinidas las poblaciones indias es, ante todo, una

categoría política que refleja su grado de autonomía. Y, tercero, que inde-
pendientemente de la categoría política que se asuma,las poblaciones indias
son depositarias de los derechos colectivos, puesto que desde el nivel más sim-
ple, como el de etnia, hasta el más compleio, como naciín, se mantienen las

ca¡acte¡ísticas dc ser sociedades unidas por los mismos vínculos y diferenciadas
de ot¡as.

A partir de los argumentos señalados se demuestra que las poblaciones in-
dígenas tienen los mismos derechos que se adiudican apz eblos y naciones, es de'
cir, los derechos colectivos. A éstos, son a los que llamaremosdcrechos irdígcxas

o, como lo sugierq Raúl Araoz, dercchos subjctiuos del indio, ya que son las

"facultades de dar, hacer o no hacer de acuerdo a su concepción del mundo

t lnnumerables cjcmplos existcn para ilusrrar csta situación, pero b¡stc rccordar ¡fnica-

mente los más conocidos como la diáspora judfa, los gitanos y los migrantes dc todo cl mundo.
6 

losé Luis Nricnson propuso con éxito est¡ distinció¡ al plantear que los pueblos que

tiencn un proyecto políticose constituycn en naciones. A lo cual he agregado quc el proyecto

de nación nocs u¡a simple plataforma polltica. Es, ante !odo, una m¡nifestación colectiva dc

le conciencia política acerca de l¡ subordinación cultur¡l dent¡o del con¡cxto de la subordi-
nación global, es decir, econérnica, ideológica, política (Naienson, 1984).
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y de acuerdo a su cultura. [Y donde] Uno de sus derechos subietivos más

importantes es su autodeterminación" (Araoz, 1988).

Hoy en día ya no son cuestionables estos derechos puesto que los esfuerzos

realizados por el Equipo de Trabajo sobre Asuntos Indígenas y Tribuales de

la oNU han dado excelentes resultados Este equipo inició la discusión en el

seno de la oNU, desde 1957, sobre el uso del térmtno pueblo para referirse a

las poblaciones indias del mundo, logrando que en los noventa se firmara y

ratifica¡a el Convenio 169 que expresa, básicamente, el espíritu de autodeter-

minación.7
Con base en este convenio, en 1992 se reformó el Artículo 4o. Constitu-

cional en México. Y aun cuando no se ha podido aplicar ni el convenio ni la
reforma, su aprobación podría interpretarse como un acto de buena voluntad

y disposición al cambio, aunque existen problemas de fondo en esta reforma

que señalaré más adelante.
Se puede decir que, de acuerdo al punto de vista de los científicos sociales,

desde hace mucho tiempo el problema de los derechos colectivos de los pue-

blos indios estaba resuelto, pero no su acePtación. Tuvieron que transcurrir
más de tres décadas para que fuesen reconocidos a nivel internacional. Y, por

lo me nos en México, su difusión lleva apenas ocho años.8 Ha de comprenderse,

po¡ supuesto, que esta labor ha costado mucho tiempo y esfuerzos de tantas per-

sonas, ya que si stemá ticamente deben encararse las diversas posturas políticas

que están representando intereses de poder en cada país; y, al mismo tiemPo,

enfrentar mentalidades conservadoras y hasta casos de ignorancia histórica y
jurídica, y posturas de discriminación hacia el indio.

7 El Convenio 169 fuc adoptado en Ginebra, Suiza, el 27 dc junio de 1989 cn la septuagé-

sima sexta reunión de la Conferencia de la oIT En México, clconvenio fue aprobado por cl

Congreso de la Unión el I I de julio de 1990, y por el Senado, coo publicación cn el Diari<r

Oñcial, el 3 de agosto de 1990; el presidente dc la República Mexicana lo ratificó cl l3 de

agosto de 1990 y, "de acuerdo con las normas d€ la oIT", el Estado mexicano registró la

ratificación el 4 de septiembre de 1990.

'En estc sentido, el trab¡io realizado por el doctor Rodolfo Stavcnhagen ha sido fun-

damental, pues además de ser pionero y vanguardista cn €ste asuoto ha contribr¡ido a la

formación de profesionales que puedan continuar esta labor' También es de ñencionár el tre_

bajo de difusión realizado por los equipos de la Dirección dc Procuració¡ de Jusricia del INI

desde 1990 hasra hoy, asi como a los invesrigadores del clEsAs, María Teresa Sicrra, Frangois

Lartigue y Victoria Chenaur.
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Derecho ixd.ígena, costuntbre y sistcma

Mientras gue los derechos ind.ígenas representan las aspiraciones históricas

más legftimas de un pueblo a decidir su propio desa r rollo, el dcrccho indígena

se refiere a la manera como se regula internamente esa colectividad.
Así que se entiend e por derecho indígcza el conjunto ordenado de normas

y procedimientos con que se determina y hace funcionar lo debido e indebrdo
en situaciones que afectan los intereses de otros pertenecientes a la misma
etnia, pueblo o nación indígenas. Este coniunto exPresa valoraciones compar-
tidas socialmente y funciona como una unidad dependiente e independiente
del Estado hegemónico al cual se subordina en condiciones normales, dado
que presenta las caracterlsticas de un sistema abierto, Elderecho indígena 6ace

¡efe¡encia directa a la construcción de tnsistemajurídico propio y diferenciado,
puesto que se compone de la visión del mundo que tiene luna etnia,paeblo o

nación,"su manera de vivir y hacer su vida y su forma y manera de regular
normativamente su existencia" (ibidem: 6). Según Araoz, éste es el dcrecho

objetiuo de| indio, ya que es el "coniunto de normas que regulan esa facultad
de hacer o no hacer" (idem'¡.

Ahora bien, debido a la hegemonía política y de poder estatal, los sistemas
jurídicos indígenas o eI derecho iadígena se encuentran subordinados al sis-

tema iurídico del Estado, existiendo básicamente como usos y costumbres o

como derecho consuetudinario en el marco legal. Dicha subordinación implica
que, para la ley mexicana,la costumbre exista como fuente formal y secundaria
del derccho, 1o que equivale a decir que se tomará en cuenta cuando la ley
expresamcnte 1o disponga, pero en caso de conflicto entre ley y costumbre se

aplicará la ley. Al mismo tiempo, para el sistema iurídico mexicano la cos-

tumbre y el derecho consuetudinario resultan ser sinónimos y, quizá, vale la
pena subrayar que sus significados son muy distintos a los que adquieren en

los sistemas jurídicos sajones. Entonces, en el marco jurídico nacional, se en-
tiende por costumbre:

[.,,] cl conjuoro de actos repetidos y rcitcrados por un grupo social bajo la convicción de

que su observancia y aplicación consrituye ttna terdaderaley (idem).

Esta definición, aunque escueta, es cierta y funcional para el derecho
positivo nacional vigente. Pero no es aplicable a los pueblos indígenas ya'que

al negar su existencia como grupo cultural e históricamente diferenciado, tal

coniunto de actos repetidos y reiterados que adquieren fue¡za de ley se en-
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tienden implícitamente como provenientes de la mal llamada "cultura na-

cional", única y homogénea.
Entre quienes hemos trabajado el tema ¡econocemos que la definición an-

terior no da cuenta del derecho indígena en su fo¡ma empírica puesto que no

trata los aspectos que verdaderamente lo conforman segrln los ¡esultados de

nuest¡a investigación, es decir, de las normas jurídicas, las autoridades y los

p¡ocedimientos históricamente constituidos. De ahí que incluso algunos au-

tores prefieran nombrar esta costumb¡e como orden jurídico o control social

(Chenaut y Sierra, 1992). Pe¡o veamos en qué consiste cada una de las partes.

Normas- En cuanto a las normas jurídicas entendidas como reglas obli-
gatorias de comportamiento que imponen deberes y confieren derechos y, en tal

sentido, requieren de prescripciones y de un poder público en capacidad de

regular su cumplimiento, apa¡ecen en sociedades indígenas como Preceptos
inscritos en la memoria colectiva puesto que se t¡ata de un de¡echo no escrtto

del cual, generalmenre, es depositaria la autoridad tradicional o consejo de

ancianos, según sea el caso, Al respecto, Francisco Planca¡te escribió:

Aunque los tarahumaras no tiencn leycs o córligos escritos que indiquen la forma de

conducir los asuntos administrativos odc impartir justicia, cada miemb¡o de la comunidad

sabe cuáles son o pucdeo ser lar medidas que han de tomarse

Dcsdc temprana edad, los tarahumaras empiezan a darse cuenta, en la práctica

diaria dc l¡ vida, de las normas que los rigcn, a través de los sermones dc los gobernadores

y demás autoridadcs y de la conducción de los asuntos administ¡ativos y dc justicia cn

las rcuniones pcriódicas.
Adcmás, en los jurados y discusiones, aunque cl gobernador y las demás auloridades

las presidcn y es el primero el que da el fallo definitivo sobre cualquier asunto, es la

opinión rle la comunidad, que se ha ido formando e través dc las discusiones, h que en

realidad sirve de aotccedente para la sentcncia o dc¡erminación final (Plancarte en Val-
divia, 1994e: 197-198).

Las normas jurídicas indígenas pueden ser comPatibles, opuestas, dife-
rentes o complementarias con la ley nacional mexicana' Pero las opuestas son

las que llaman la atención de los administradores de justicia y legisladores

porque impiden q \te eI delecho indígcza pueda ser reconocido en su coniunto
como sistema normativo, ya que dentro de los preceptos del derecho positivo

no puede haber ningún caso de costumbre o práctica en contrario. Tal con-

dición se debe, por supuesto, al papel subordinad o deldcrccho indio frente aI

derecho nacional, así como a la fuerza que han adquirido los principios ge-

nerales de los de¡echos positivos nacional e internacional.
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Pero vale la pena decir que la normatividad indígena es más compatible e

incluso complementaria con la ley nacional que contraria' En ambas el robo, el

homicidio, daños en propiedad ajena, riñas, lesiones y otros, se consideran

delitos; así como son reconocidos los derechos al trabaio, a la propiedad de la

tierra, a la herencia individual, a la educación, a la salud, etcétera' Existen muy

pocas normas indígenas contrarias a la ley nacional, pero las contradicciones

que existen entre ambos ordenamientos no han impedido hasta ahora que la ley

india se aplique por sus autoridades en la mayoría de los casos' Por ejemplo:

Casarse siendo mc¡or de cdad; heredar los bienes sólo al Primogénito var(in o al más

pequcño de los hijos, o excluir a las mujeres dc la herencia; tener más de úna esPosa;

someter al inculpado a castigos corporales; imponer prisión a deudores; tener detenida

a uria pe.sona Pot más dc setenta y dos horas. sin cargos o sentencia; implrncr penas con

trabajos personales no rcmunerados, o ser cxhibido prlblicamentc; celebrar iuicios, en el

caso rle las autoridades tradicionales, ingiriendo bebidas cmbriagantes; considcrer el es-

tado dc embriagucz como atenuantc de delito, sobre todo, en los casos dc homicidio por

brulería; y consumir ciertas cspecies animalcs cn pcligro de cxtinción, como la caguama

y el venado (Valdivia ,l994tJ: 12).

Otra de las características importantes de las normas iurídicas indígenas

es que están ordenadas en forma distinta a nuestra ley, así que a veces resulta

difícil, por eiemplo, establecer con claridad las fronteras entre lo que llamamos

campos normativoÁ civil y penal, dado que con frecuencia eso que pudiera

llamarse orden jurídico privado y orden iurídico público no se expresa tan

definido en el derecho indio Lo mismo sucede entre las normas iurídicas
propiamente dichas y las normas del sistema religioso, ya que los siste mas iu-
rídico, político y religioso se encuentran emparentado s en el derecho indígcna

de tal suerte que la violación de una norma punible, sea del sistema religioso

o iurídico, puede causar enfe¡medad al inf¡actor. Esto se debe a que las nor-

mas de conducta, de trato social, morales, religiosas y jurídicas constituyen un

coniunto articulado €ntre sí. Lo anterior se observa en el siguicnte registro de

Henri Favre sobre tzeltal-tzotziles:

Porque ha vivido mucho más, elmol es elquc "ve el mundo de manera más clara" y quien

explica su orden inmutab)e a fin de que todos se co¡fo¡men a él' Es también "cl que llcva

lr sabidurla", el quc la dispensa y la hace preveleccr por sus palabras y sus actos { l
[...]Pcro a la vez qucexticnden su Prolección sobre clgrupo de ascendencia comrln,

los mol lo mantienc¡ dentro de las normas culturales t¡adicionales Eiercen un podcr

disciplinario sobre cada uno de los miembros del grupo, de manera que si bien su pre_

tencr¡ conserva un car¡cter rnuy ascgurador, ticnc también algo un poco inquictante'

Cuando un individuo cont¡aviene la tredición comuni¡aria' infringc una norma dcl có-
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digo moral o ignora sencillamente una regla de la etiqucta que rige las relaciones so-
ciales, los ancianos, por intermedio dc sus wayojel, castigan a su doble animal. Relajan
Ia guardia y permiten quc se picrda. Le niegan los alimentos, lo golpean o lo hieren. El
individuo caerá enfcrmo y sólo recr¡perará la salud si rectifica su actitud y enrnienda su

conducta, La omnipr€sencia dc la €nfermedad, concebida como elcastigo de los ancianos,
en el nivel mct¡flsico constituye una poderosa fucrza cuya acción contribuye a marirene¡
el statu quo (Favre en Valdivia, 1994et 298-299\,

Pero, ¿cómo podríamos explicarnos la vigencia de estas normas luego de
más de cinco décadas de aplicación de la política integracionista del Estadol
Creo que es sugerente preguntarse esto pues algunas de las respuestas nos
pe rmiten conocer más sobre elderccho indio.Podemos responder que se expli-
ca por va¡ias causas, ent¡e ellas; que la justicia india es más pronta y expedita
y la sanción menos gravosa económica, familiar y socialme nte que la nacional;
por la dificultad que los pueblos indios tienen para acceder a la administración
de justicia nacional a causa del aislamie nto, marginalidad e ignorancia de esta

ley; porque recurrir a Ia ley nacional Ies implica sufrir maltrato, discriminación,
gastos onerosos y ser iuzgados con parcialidad.

Por lo pronto,las normas jurídicas indias coexisten con las nacionalcs en

un ambiente de conveniencia mutua más gue de contradicción. Se trata, pues,
tal y como lo han planteado Victoria Chenaut y Ma¡ía Teresa Sierra (1992),

de usos de 1as leyes nacional o india, según convenga en cada caso! como una
estrategia selectiva de la Iey (Chenaut, 1996).

Para ilustra¡ lo anterior, me permito citar un breve fragmento de la mo-
numental obra de Manuel Gamio,I-a población d.el Valle de Tcotihuacán, gre
muestra el uso de la costumbre,la ley india y la nacional por el mismo pueblo:

[...]cuando se comprometen a labrar un terrcno rcpartiéndose las utilidades finales, se

¡eco¡tan los contratantcs un pedazo dc bigote, quc, como prucba dc compromiso, se de-
posita en poder del juez auxiliar. ¡Por qué, en vez dc cortarse unos cuantos pelos, no
¡edactan un documenrol La razón vicne de la tesis que sostenemos: los procedimientos
jurídicos van de acuerdo con su cstado cultural y en contraposición con nuestros pre-
ceptos legales.

Ahora ve¡emos el revcrso de la medalla: cuando los indlgenas, convcncidos de que

no pueden comprender nuestro engranaje iurldico, recurren en demanda de consejo a

un abogado, o sea algrtn rábula, huizachero o tinterillo de los al.ededorcs, este señor, en

quien ponen toda su fc, tiene elcuidadode sacarles todocldincro que pucdc, hablándoles
con tecnicismos incomprensiblcs para ellos. Y comollegan a tener una amarga experiencia,
se resuelven a scguir su modo I vuelven a recortarse los bigotcs, a fiar en la palabra de su

socio, o rccurrcn al patriarca dcl pueblo para quc los ayude con su expericncia y lcs sirva
de tcst¡go,
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Y por rlltimo, el juez conciliador piensa lo mismo que sus vecinos: preliere conocer

a su manera los ncgocios, huyendo ,le la lcy (Camio en Valdivia, 1994e: I I l-l l?).

Autoridades. En cuanto a la autoridad indígena, es conveniente recordar
que se trata, por principio, de un poder delegado o atribución otorgada a una
persona o coniunto de personas o institución para que dirija y tome decisiones

en asuntos públicos. Tal delegación convierte a la autoridad en un poder
legítimo, considerado éste como la capacidad de influir en la conducta de

otros o en el control de las acciones valoradas en una determinada sociedad.

Dicho poder, representado en las autoridades, se expresa en modelos de

composición muy variada. En algunos pueblos indígenas existe la distinción
precisa entre cada uno de los sistemas de autoridad mientras que otros en-
carnan al mismo tiempo, como.d.ije antes, poderes políticos y religiosos. Hen-
ri Favre describe el asunto en los siguientes párrafosl

Tradicionalmente, la autoridad se funda y sc iustifica cn un conjunto dc crccncias quc
los tzelral-tzotzilcs soslicnen acerca de la pcrsona y dc su naturalcz¡ csencial. P¡ra los

tzeltal-tzotzilcs, la personr es un compuesto dc trcs clcmentos. El primcro clc ellos, cl
cucrpo, cs de ordcn matcrial; es perecedero y al morir regrcsa a la ticrra dc la r¡uc fue
formado. El segundo, el esplritu, es de orden mctafísico; cterno, sobrcvivc al hombrc en

el más allá. Por lo que sc rcficre al terccro, cldoble animal, su naturalcza es más com-
pleia; elemento sensible y material, está unirlo, sin cmbargo, a los prcccdentes por un
lazo espiritual. La coniunción dc csos tres elemcntos en un conjunto dinámico asegura

la integridad de la persona y la manticnc con vida. En cambio, su separación cs causa de

enfermedad y de mue rtc. Es decir,la mucrte,la desintcgración dc la persona, resulta sicm-
pre dc una ruptura funcional, sea entre cl cspfritu y el cuerpo, sea entre cl espíritu y el

doble animal [wayojel],,sea cntre éstc y cl cuerpo.

[... Entonces] el srstema de gobicrno de l¡ sociedad de los wayojel muest¡a las

rclacio¡es esenciales en las que descansa la auroridad en la socicdad dc los hombrcs. La
primcra es lr relación entre la potcncia metafísica y la edad que la conñere. La segunda

es la rclación entre la edad y el srarar, del que es cl principal dctermioante. El individuo
posee un Jt¿rr6 tanto más €levado cuento meyor es, es decir, cuando tiene un ch'ulel ñás
grande y posee un wayojel más poderoso, de tal manera que son siempre los ancianos

quienes ocupan los cstratos superiores en la comunidad, La autoridad sólo se adquicre
pnr un largo camino individual hacie la veiez (1994e:293,294,297').

Si bien es necesario establecer la variabilidad de sistcmas de autoridades
tradicionales no es menos ritil anotar sus analogías, En este aspecto se puede

decir que son comunes a cualquier modelo, entre muchas otras,las siguientes
características: ser un sistema escalonado de servicio prlblico o comunal; cstar

vinculado con el coniunto de creencias, o con la propia institución ¡esolve¡
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asuntos públicos lo mismo que privados; regirse por valores sociales y culturales

propios de quienes le han delegado tal atribución; deliberar y sancronar con-

forme a la costumbre aprendida por transmisión oral, y cumplir con requisitos

tales como tener experiencia en funciones de autoridad, ser honorables y res-

petables por su comunidad, conocer la costumbre y ser eie mplo para la mayoría.

Procedimientos. Se entiende por procedimiento judicial el medio por el

que se ejerce la ley a cargo de la auto¡idad correspondiente. Al respecto, las

formas más comunes de administración de iusticia india son prácticamen-

te análogas a las de la ley nacional, ya que eI proceso implica el cumplimiento
de t¡es fases: demanda, defensa y sentencia, como se describe en el siguiente

ejemplo;

En algrln pueblo de los alrededores, un carro aplasró a su paso por una calle a un ccrdo.

Queióseeneljuzgadoelpropietariodeésteycomparecióelcarrero,prcsunror€sPonseble.
Previa una Jarga amonesración del conciliador, el carrero rechazó con en€rgía toda cul_

pabilidad,declarandoqueelccrdoimprudentementer¡etióseent¡€las¡uedasdesucarro.
Por su parte, el propietario del animal aduio lo contrario, es decir, que el car¡ero cchó su

vehlculo sobre el indefenso porcino, y, cn consecuencia, rcclamó el precio del animal.

El conciliador, después de informarse del precio del cerdo, así como de la c¡ntidad

que produio la vent¿ de sus restos magullados, sentenció que ya que era imposiblc

comprobar la ectuación delcarrero, es decir, sugrado de culpabilidad, pues no exisrieron

testigos dcl atropello, lo condenaba a pagar la difcrencia entrc el valor del cerdo cn vida

y el producto de su venta después de muerto. Las parres qucdrron conformes, gracias a

la elocuencia persuasiva dcl conciliador, y, previo cl cumplimicoto de lo fallado, ab¡n-

dona¡on el local. (Gamio, 1994e: ll3).

Ent¡e las caracte¡ísticas más comunes que muestran los procedimientos
judiciales indígenas, se pucden enumerar las siguientes: se conocen median-

te procesos educativos familiares y comunalcs; se basan en la participación po-

pular o tribunales populares; ca¡cccn de instituciones rePresivas; confluyen

prácticas religiosas en la administ¡ación de iusticia; suelen ser prontos y expe-

ditos, aunque la mayor de las veces sumarios; no reconocen los derechos al

amparo ni a la apelación; tienden a la aplicación rndividual de la pena y del

proceso judicial; y buscan el reestablecimiento del orden, más que el castigo,

con la compensación del daño por diferentes medios, ya sea pecuniarios' en

especie o con trabajo. Por supuesto, tales asPectos sc Presentan con mayor

frecuencia en aquellos casos en donde el sistema social es más compleio, y en-

tonces aparecen la mediación o conciliación como formas comunes para resol-

ver los conflictos. Mientras gue e n los sistemas sociales más simples y pobres,

el ordcn jurídico tiende a ser menos piramidal, ocurriendo fenómenos de va-
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cío de poder, deslegitimación de la autoridad, ampliación del campo del de-

recho privado en demérito de la del derecho público y, en consecuencia, la

mayor parte de las veces se ejerce la iusticia entre particulares de donde sur-
gen, comúnmente ,las venganzas motivadas por los mecanismos pe rmanentes

de controL social (chisme, envidia, brujerfa). Pero veamos algunas de estas ca-

racterlsticas que se presentan en el siguiente eiemplo, descrito por Francisco

Plancarte, sobre rarámu¡is:

Los hombrcs se agrup¿n en rueda alrededor del lugar de honor rcservado a las ar¡toridades.

Las mujeres y los niños, un poco más retirados, pero a distancia convenientc para es_

cuchar. La voz de éstas es olda cuando se hace neccsario

En sus iuicios, presididos invariablementc por su gobernador o siriame, se trac al

acusadohaciéndolosentarsefrcntealosfuncionarios.Aunladodeélscsientalapersona
que presenta la queia. Sc llaman testigos de cargo y de descargo, si el caso lo amerira.

Luego, elgobernador hace las preguntas y amonestaciones necesarias y dicta la sentencia

que es inapclable y qtre ha sido prácticamente sancionada por todo el grupo.
Favorable o no,la sentencia es accptada porel acusado con muestras dc aquiescencia

y conformidad institucionalizada. Las dos partes dcl juicio se saludan y tocan los hom-

bros y la cabeza con las manos; el sentenciado saluda cn igual forma al gobernador y

demás ofici¿les dándoles las gracias,luego recibe cl castigo que se áplica cn P¡es€dcia de

todos, si cs pena corporal quc pucda ejecutarse; ésta puede scr un dcterminado número

de azotes, o reclusión en la cárcel, etcétera. El caso se da por terminado, sin comentarios

ni muestras d9 rencor posteriorcs,
Durante el juicio ambas partes dcben siempre conservar cordura, atención y cor_

tesla, ya que la falta de ellas sc constituye cn agravante para el ofcasor o rcsta simpatfas

al dcmandante, que pucdc i¡fluir en la sentencia (Plancartc cn Vrldivia, 1994e: 194-195).

En cuanto a las diferencias que guardan los procedimientos nacional e

indio podemos decir que no se encuentran tanto en los criterios dcl Proceso co-

mo en el prcdominio dcl tribunaI popular en sustitución de los niveles dc com-

plejidad de instancias que deben concurrir a la resolución de un conflicto, en

el tiempo que ésto toma y en el tiPo de sanciones que se aPlican. Con rclación

a estas iiltimas, son comunes las sanciones de tipo religioso, de responsabi-

lidad colectiva y, entre las más drásticas, la vergüenza Pública, el destierro, los

latigazos y hasta la pena capital o linchamiento.
Por último, dada su condición dc sistema abierto, hay dos aspectos que

deben tomarse en cuenta para comprender la composición del derecho in-
dlgena y su práctica actual. El primcro es que ha incluido formas y contc-
nidos de sus influcncias prehispánica, colonial y modcrna; de ahí que cxistan

sistemas iurídicos enlazados con sistemas religiosos (influencia prehispánica

y colonial), se apliquen penas como los azotes y cl cepo (influencia colonial)
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y se abstengan de aplicar su ley en casos que ellos valoran de "graves" como

el homicidio y asuntos de tierras (influencia moderna). En cuanto al segun-

do, me parece que es necesario ubicar la práctica del derecho indio en su con-

texto regional, con frecuencia interétnico, en donde actúa con gran fuerza la

cultura y el poder de los no indios. Esta condición, además de refo¡za¡ el in-
tercambio cultural y normativo reafirma también la resistencia india y, pa-

radójicamente, su integración, debido a las hegemonías locales. Al tespecto'

del citado autor, Francisco Plancarte, tenemos el siguiente ejemplo:

Él mayor número de co¡flic¡os de los tarahumaras no se refieren a diñcultades entre

ellos, Se ¡efieren a casos dc abusos que con elloscometen los mestizos que están fuera del

alcance dc sus auto¡idades y que en la mayorla de los casos quedan impunes. En cambio,

los indlgenas están siempre al alcancc de las autoridades nacionalcs y son encarcelados

o multados por la felta más leve contra un mes!rzo.

L¡s autoridades constitucionalcs persiguen de oficio los crlmencs y la3 infracciones

que marcan las leyes, pero las consignaciones dc indlgenas que gcneralmcnte llegan a

ellas, son por delitos mayores eo robo, riña y los asesinatos, los que poc¡s veces son co-

metidos por ellos.
El mayor número dc casos que llegan a ellas, se refieren a diñcultades entre mes_

tizos o entre mestizos e indlgenas, (1994e: 200).

En conclusión, un modelo gener alizable de derccho indígena podría Pa-
recerse a lo descrito por Francisco Plancartei

[...] sc pucde decir que el patrón dc gobierno entre los tarahumaras tiene las siguientes

caracterlsticas fundamentales:

La autoridad sc origina en cl pucblo, pucsto que emana de la voluntad libre y

espontánee dc la asamblea, formada por los vrrones adultos que son instituidos por lrs

normas del grupo, los representantes de la familia constituida o potcncial (en cl caso de

los solteros).
Sus funciona¡ios son electos por mayoría de votos en la asamblea general dcl pue-

blo, particulermente su gobernador, quc centraliza la auroridad y asume la represen-

tación de la comunidad cn lo profano y en lo religioso.

Dur¿n en funciones todo el tiempo que el pueblo crec convcniente'

En la administ¡ación dc justicia es la comunidad misma la quc emitc su vercdicto
y sanciona a través de su gobernador quc, con el consejo de sus colaboradores y el sentir

del pueblo clarificrdo durante el lurado, da su sentcncia irrevocable.

La ley no está codificada cn forma escrita, pero sf en la conciencia individual y

colcctiva que sc manifiesta consiste¡temcntc en la aplicacidn de sus principios lcgales

y administrativos.
I-os indfgenas, además desus leyesconsuetudinarias, tienen quc acatar la legislación

aonstitucional, que muchas vcces está en conflic¡o con la suye, y al ser aplicada csra rll-
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tima por la autoridad respect¡ve, surgen conflicros serios cn perjuicio de los tarahuma¡as
(1994e:201).

EPfLOGO

Al ser definidas las poblaciones indias comoetnias,pueblos onaciones -porgue
son comunidades de cultura histó¡icamente formadas- se está considerando
que existe, al menos como hipótesis, una concepción y una práctica de dere-
cho propio y, en consecuencia, una pluralidad jurídica en México, tal y como
lo han planteado algunos autores (Iturralde y Stavenhagen, 1990; Ballón,
1980; Araoz, 1988).

Ahora bien, esta plu¡alidad no debe traducirse en la siguiente formulación
mecánica: "a cada cultura indígena le corresponde un tipo de derecho o sistema
jurídico". El carácter plural del aspecto iurídico indígena no se fundamenta
exclusivamente en su categoría política de ser ctnia, pueblo o nacióx sino tam-
bién en el grado de consolidación y est¡uctu¡ación del derecho o sistema que se

configura culturalmente, el cual, es muy probable que dependa de los niveles
de desar¡ollo económico y del control de sus recursos y ambiente.

La pluralidad iurídica sólo indica que hay que conceptualizar una di-
versidad de tipos y niveles de órdenes normativos, ya sea que se tratc de sistc-
mas o de usos y costumbres, Pensar de e sta mane ra dicho pluralismo pe rmite
accrcarse con más acierto a esa realidad empírica tan compleia y aún desco-
nocida incluso por Ios antropólogos mismos,

También se podría continuar negando este pluralismo aferrándosc a una
ceguera ideológica. Pero tal actitud ni hace desaparecer la coexistcncia de
órdenes normativos, en términor empíricos, ni contribuye a fortalecer la de-
mocracia en México, ni permite avanzar en las investigaciones,

El ejemplo más claro de esto ha sido la reforma al primer párrafo del
Artlculo4o. Constitucional,e aprobada y puesta en vigoren 1992, así como las

' El 28 de enero de 1992, se aprobó la adhesión al primer párrafo dcl Artlculo 4o. Cons-
titucional y fue vigente a partir del siguiente dla. Aún felta la claboración y aprobación de la
lcy rcglamcntaria. El párrafo dice: "La nación r¡exicana ticnc una composición pluricultural
sustentada originalmente en sus pueblos indlgcoas. La lcy protcgerá y promoverá cl dcsarrollo
dc sus lenguas, usos, costumbres, recursos y formas especlficas de organización social, y ga-
¡¿n¿izará a sus intcgrantes cl efectivo acceso a lr iurisdiccióo del Estado. En los juicios y
procedimicntos agrarios cn que rquéllos se¡ir pa¡te, s€ ¡omará¡ cn cucnta sus prácticas y cos-
tumbre iurldicas en los términos que establezca la ley".
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que se hicieron a los códigos de procedimientos penalcs federal y para el

Distrito Federal, en 1990-ro

En la primera (Artículo 4o.) se reconoció la pluralidad cultural de Mé-

xico, pero no la jurídica, y se estableció que la costumbre india podría ser

to-"á" ar, .uant" en juicios agrarios, pero sólo en esa materia' En otras pala-

bras la disposición, además de no reconocer la existencta d'eI detecho indio e¡

su diversidad, sólo permite invoca¡ la costumbre justo en el campo jurídico

en donde menos sentido práctico tiene para los indios -según nuestros re-

sultados de investigación' Adicionalme nte, las reformas a los códigos penales

o el derecho a contar con un t¡aducto¡ en lengua indígena y usar el peritaje

cultural como parte de la presentación de pruebas, reproducen el problema

planteado sobri la reforma al Artículo 4o', en el sentido de que se legisló sobre

aspectos aislados d el derccho indio conservando la posición hegemónica de la

ley nacional, lo cual creó nuevos problemas: el traductor indígena no ha po-

dido sustraerse de su contexto cultural para cumplir estrictamente con sus

funciones, por el contrario, ha sido casi inevitable que participe en los iuicios
t"l y .omo lo h".. en su comunidad; en tanto que los peritajes, a excepción de

los realizados para mostrar el grado de inteligibilidad de la lengua nacional

(Pardo, 1996), no han podido funcionar correctamente por carecer de una

metodología adccuada pcro, sobre todo, porque el suieto de derecho es la per-

sona y no la comunidad'
En el fondo de estas reformas lo que hay es una resistencia ideológica y

política a aceptar cambios profundos en las leyes nacionales, en la Constitución,

en la ¡elación del Estado con la ciudadanía tal y como es, así de plural' Esta

resistencia puede interpretarsc como temor a lo desconocido, al cambio, a

perder posiciones y control pero, sobre todo, poder.- 
Para tratar de disminuir la angustia que Pfovocan los temores de la resis-

tencia, concluiré mi exposición subrayando algunas cuestiones sobre el Plura-
lismo jurfdico.

P.imero, que el reconocimiento de la pluralidad jurídica no significa

necesariamente el de la autonomla, como tampoco la codificación de la cos-

tumbre. Segrln las consultas que realizamos con las autoridades indígenas en

l99l (Olveia y Poliakoff, 1994; Olvera, Poliakoffy Valdivia, 1994; Valdivia

1994a, 1994b y 1994c), lo que ellos reclaman es que se aplique la ley nacional

r0sobre la inclusión dc traductores y peritaies antropológicos en iuicios (Código Fedcral

dc Procedimicntos Pcnalcs y Código de P¡ocedimicntos Penales para el Distrito Fedcral,

aprobadas el20 de dicicmb¡e de 1990, publicadas cn clDiario Oficial dc lo Federución el8 de

cnero de l99l y puestas cn vigor a pa¡¡i¡ del lo. de fcbrcro de l99l)'
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con imparcialidad y se reconozca el ejercicio de sus gobiernos y autoridades

indios.
Segundo. Cualquier regulación, o nueva disposición o reforma de ley en

materia de derecho y derechos indígenas implicará, po¡ supuesto, legislar so-

bre el principio del derecho a la difc¡encia y no sobre el de igualdad de de-
recho. En este sentido, la clave del problema a reflexionar y discutlr consrs¡e

en buscar la manera de introducir el derecho y los dercchos indios en el marco
jurídico nacional sin que se contravenga a éste y, a su vez , reconocer el detccho in-
dígena sin imponer de nueva cuenta una concepción y práctica de derecho
aiena a las suyas (probablemente la metodología para resolver este punto teó-
ricamente irreconciliable sea el ejercicio de la negociación política).

Tercero. Dado que el movimiento indígena zapatista está en el centro del
debate, se tiende a creer que las opiniones y acuerdos expresados por él re-
presentan las aspiraciones y reclamos de la población india de México. Esta
tendencia (según he observado, bastante generalizada) es reduccionista porque
impide ver 1a compleja dimensión de la realidad indígena, ya que ni todos los

indígenas son zapatistas ni todos los zapatistas son indígenas.
Pe¡o más allá de nuestras afinidades y discrepancias políticas, lo que sí

compete al debate es que gracias a la emergencia zapatista buena parte de la

población nacional ha vuelto la mirada hacia los indios, se ha enterado que exis-
ten, que viven en condiciones de extrema marginalidad y pobreza, gue apor-
tan una cantidad de recursos importantes a la nación y que no reciben beneficio
por ello; también han conocido la discriminación y el maltrato de que han
sido objeto por años y han podido participar de los problemas del indio como
problemas propios.

Cre o que visto de esta forma el movimiento zapatista ha contribuido con
algo: llamar la atención de los partidos pollticos que colocaban al final de sus

programas los asuntos de muieres e indios, y abrir los oios de quienes creían
que los indígenas se hablan integrado al sistema nacional desapareciendo co-
mo diferentes cultu¡ales.

Lo cierto es que las poblaciones indígenas tend¡án un futuro corto como
pueblo diferenciado c invariablemente en las peores condiciones que ofrezca el

sistema social, mientras no tengan la capacidad de revertir las influencias que

los afectan. ¿Cómo podrían devolver tal procesol Por el momento sólo puedo
suponer como alternativa continuar y ampliar el diálogo indioVEstado en

busca de medidas y acuerdos que a ambas partes convengan, en el cntendido de
que no es una sola situación india sino un mosaico de problemas distintos que

merecen ser tratados en su particularidad. Dentro de los acuerdos puede ser



que se llegue al ¡econocimiento jurídico de los gobiernos indios, de su derecho

a la diferencia, de sus tierras y recursos o, ¿por qué nol, de su derecho a la au-

tonomía; pero también puede suceder que algunos pueblos indios ni siquiera

deseen el diálogo. Lo que no se puede negar es que urge establecer una nu€va

relación con el Estado, una relación que implique el reconocimiento de los

indios como suietos "mayores de edad", sin pate rnalismos, sin imposición de

modelos universales de vida. Sólo así podrán tener un futuro tangible y digno'

Quizá podemos seguir pensando en estos problemas, y es bueno que lo

hagamos. Pero, desde mi punto de vista, las soluciones exigen menos de la

teo¡ización que de las tácticas, est¡ategias y fuerzas políticas interesadas en

participar activamente en este asunto' En todo caso,la ¡eflexión teórica con-

iribuye a que las acciones políticas se lleven a cabo con más fundamento y

tolerancia, o por lo menos esa ha sido mi intención al realizar las investigaciones

sobre este tema,

Abstnct: I begin by prescnring numbcrs and geoeral criteria that will help understand the

prescnt indigenous situation in Mexico. Later,I make a bricfexplanation about indian rights

as a coll.ctive right awardcd only to villages and nations to continue with the indigeoous

right as a normativc system, contextualizing both in their relarion to the Natiooal S¡ate Once

deñned, I focus on the indian right commonly known as juridical customscor common law

preseflting, as part of the research's ¡esults this right's constituting elemints and I note some

examples on a National level. Finally, I make somc recommendations for better understand_

ing this problcm.

Keywords: low,Indigenous rights, iuridicol customs, iudicious syslem, norms, procedutes,

oulhorilies, power.
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